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Resumen

constitucional que le mantiene en una permanente 

situación de anormalidad democrática, caracterizada, 

entre otras cosas, por un creciente deterioro de la 

institucionalidad pública y la prevalencia de un cinismo 

estructural que se traduce en que el Estado ratifica 

la mayoría de tratados internacionales de derechos 

humanos, pero adopta leyes y prácticas contrarias a 

ellos, particularmente cuando se trata de imponer un 

modelo de desarrollo basado en un extractivismo cuyos 

territorios de los pueblos originarios. Como lo señala el 

historiador Marvin Barahona, el telón de fondo de esto 

ha sido el antagonismo entre Estado y pueblos indígenas 

como producto del ejercicio exclusivo del poder por 

la élite criolla que ha moldeado las instituciones y 

el ordenamiento jurídico nacional para garantizar la 

imposición de dicho modelo. En esta confrontación 

desigual, el Estado y sus instituciones se colocan al 

lado de las empresas, y los pueblos indígenas resisten 

a través de la reivindicación del poder discursivo 

de dos relatos políticos a la luz de los estándares 

constitucionales e interamericanos: la soberanía popular 

y la autodeterminación.

Palabras clave: pueblos indígenas, soberanía popular, 

democracia, derechos humanos, autodeterminación.

Resumo

constitucional que mantém o país numa situação de 

permanente anormalidade democrática, caracterizada, 

entre outras coisas, por uma deterioração crescente da 

institucionalidade pública e pela prevalência de um 

cinismo estrutural que se traduz no fato de que o Estado 

humanos mas adote leis e práticas contrárias a eles, 

particularmente quando se trata de impor um modelo 

de desenvolvimento fundamentado num extrativismo 

originários. Como indica o historiador Marvin Barahona, 

o pano de fundo desta situação é o antagonismo entre o 

Estado e os povos indígenas como produto do exercício 

exclusivo do poder pela elite criolla que deu forma às 

de garantir a imposição de tal modelo. Neste confronto 

desigual, o Estado e suas instituições se colocam ao lado 

das empresas, e os povos indígenas resistem valendo-se da 

reivindicação do poder discursivo de dois relatos políticos 

à luz dos estándares constitucionais e interamericanos: a 

soberania popular e a autodeterminação.

Palavras-chave: povos indígenas, soberania popular, 

democracia, direitos humanos, autodeterminação. 
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Los derechos de los pueblos indígenas y Garífuna en un contexto de anormalidad democrática

puede comprenderse sin el profundo proceso de deterioro de la institucionalidad democrática que 

nos acerca a la consolidación de un régimen autoritario con tintes dictatoriales y la consecuente 

comisión de graves violaciones a derechos humanos documentadas por la Comisión Interamericana 

Esta situación de anormalidad democrática se caracteriza por tres cuestiones: en primer 

tratados internacionales de derechos humanos, pero aprueba leyes y adopta prácticas que son 

un populismo penal a través del cual se realizan reformas penales cuya falta de claridad, certeza y 

precisión de las conductas prohibidas brinda una amplia discrecionalidad a las autoridades estatales 

de los hechos, las cuales pueden ser utilizadas “para sancionar reivindicaciones y movimientos 

de esta forma reducir al mínimo la presión de los sectores sociales y la crítica pública, que son 

de un modelo económico que se centra en la explotación de los bienes naturales con graves 

consecuencias para los derechos humanos de las comunidades en cuyos territorios se ejecutan 

o se pretenden ejecutar proyectos hidroeléctricos, de bosque, mineros y de hidrocarburos. En la 

representa un modelo que se acerca más a una integración en la naturaleza, con el mundo occi-

dental-productivista que representa un modelo que ve en los bienes comunes recursos para extraer 

indígenas como producto del ejercicio exclusivo del poder por la élite criolla que ha moldeado 

las instituciones y el ordenamiento jurídico nacional para garantizar la imposición de este último 

discurso y la práctica del Estado, y pone en riesgo su hegemonía, por ello este último reacciona 
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violentamente a través de abusos a derechos humanos, frente a los cuales el Estado y sus insti-

mediante el uso excesivo de la fuerza policial y militar, y la utilización indebida del derecho penal 

Uno de los detonantes de esta situación es la falta de voluntad política del Estado hondu-

reño de respetar y garantizar los derechos a la participación ciudadana y a la consulta previa e 

informada de las comunidades donde se pretenden realizar los proyectos extractivos, a pesar que 

-

chos colectivos que son esenciales para la supervivencia física y cultural de los pueblos indígenas 

y Garífuna , entre los que destacan, los derechos a la propiedad colectiva de sus tierras, territorios 

y bienes naturales, a mantener sus culturas, al autogobierno y la autodeterminación, y a que se les 

solicite su consentimiento libre, previo e informado en decisiones que les puedan afectar.

En el mismo sentido, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en el 

marco de su ejercicio del control de convencionalidad para determinar la compatibilidad de las 

tiene la obligación de proteger los bienes naturales existentes en las tierras de los pueblos indígenas 

y tribales, y de garantizar su participación efectiva en los procesos de adopción de decisiones en 

el contexto de proyectos de desarrollo que puedan generar prejuicios en el medio ambiente y en la 

dictado dos sentencias en las que encontró al Estado responsable internacionalmente por violentar 

Tomando en consideración que, de acuerdo con la Sala de lo Constitucional, las normas 

y derechos fundamentales de origen supranacional se incorporan a nuestro derecho interno para 

-

culantes no solo las sentencias en las que el Estado es parte en el litigio, sino también aquellas en 

que no lo es, ya que pueden ser “relacionadas y desarrolladas pertinentemente como derecho vin-

de la Cruz y Punta Piedra, así como el resto de jurisprudencia interamericana sobre derechos de 

los pueblos indígenas, deben asumirse como poderosas herramientas jurídicas y políticas para 

promover cambios estructurales que favorezcan el respeto de los derechos de estos pueblos en 

relación con sus territorios, lo cual pasa por su reconocimiento como sujetos titulares de derechos 

frente a los que el Estado debe garantizar las condiciones necesarias para que puedan desarrollar 

-

de Cortés, Atlántida, Colón y Gracias a Dios (
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la sociedad.

A la luz de los estándares desarrollados en la normativa y jurisprudencia internacional que 

dos narrativas o relatos políticos, uno nacional – la soberanía popular – y otro internacional – la 

autodeterminación de los pueblos – , que son fundamentales para que se cumplan las salvaguardias 

requeridas para llevar a cabo cualquier plan de desarrollo, inversión, exploración o extracción en 

sus territorios, a saber: (a) efectuar un proceso adecuado y participativo que garantice su derecho a 

la consulta previa, libre, informada y de buena fe, y a través de sus propias instituciones y órganos 

social por parte de entidades independientes y técnicamente capaces, bajo la supervisión estatal.

El poder discursivo de la soberanía popular y la autodeterminación de los pueblos

Todo discurso provoca efectos de poder, es decir, genera una práctica. Cuando las ver-

dades de un discurso son aceptadas, afecta la vida, la conducta y los valores de las personas, y 

la identidad de los grupos sociales. De esta manera, “[l]a verdad de un discurso desencadena 

prácticas, induce comportamientos, provoca acciones, legitima actitudes, consolida instituciones, 

un discurso del desarrollo cuyos efectos de poder le permiten legitimar una práctica agresiva 

de entrega inconsulta de los territorios y los bienes comunes a empresas privadas nacionales y 

transnacionales, y convertir a las personas que se oponen a ella en enemigas del desarrollo y de 

la reducción de la pobreza.

Para contrarrestar los efectos de poder de dicho discurso, los pueblos indígenas y Garífuna 

han comprendido la importancia de recuperar el poder discursivo de dos conceptos legales y 

políticos – la soberanía popular y la autodeterminación – que son fundamentales para fortalecer 

las luchas comunitarias de defensa de sus territorios y bienes naturales, y reivindicar el ejercicio 

de su derecho político a ser consultadas y a participar en las decisiones que tienen un impacto 

-

torio. Por ello, haciendo uso de los estándares constitucionales e internacionales plantean que el 

progreso social y la prosperidad económica sólo pueden sustentarse si se respeta la cosmovisión 

de los pueblos con respecto a su relación con los territorios, si los bienes comunes son gestio-

nados con cuidado y responsabilidad, y si se garantizan los derechos humanos, dado que no hay 

La soberanía popular
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al pueblo del cual emanan todos los poderes del Estado que se ejercen por representación. La 

soberanía popular debe entenderse en dos sentidos: por un lado, es una garantía negativa, lo que 

implica una prohibición para cualquiera de apropiarse de ella y usurparla, ya que solo pertenece 

el pueblo, puede adueñarse de ella para ejercerla contra alguno de sus miembros. Por otro lado, 

es una garantía positiva en tanto que pertenece al conjunto de personas de las que el pueblo se 

compone y equivale a la suma de los poderes y contrapoderes que son los derechos humanos nor-

mativamente reconocidos. En consecuencia, estos derechos equivalen “a otros tantos fragmentos 

de soberanía popular correspondientes a todos y a cada ciudadano. Por eso cualquier violación 

de tales derechos es una lesión no sólo a las personas que son sus titulares, sino también a la 

En virtud de lo anterior, los pueblos indígenas y Garífuna han rechazado iniciativas pri-

vadas y gubernamentales de proyectos de desarrollo haciendo uso del discurso de su soberanía 

popular desde un doble sentido: primero, desde la lógica de la soberanía como garantía negativa, 

las comunidades entienden que la participación ciudadana no se limita a escoger a quienes ejer-

miembros son titulares directos de ese poder y que pueden decidir sobre la forma en que será 

ejercido en sus territorios, pues de lo que ahora se trata es que las comunidades sean el poder y 

Segundo, desde la lógica de la soberanía como garantía positiva, las comunidades entien-

den que sus miembros son titulares de unos derechos humanos que imponen límites y vínculos a 

las autoridades estatales cuando se trata de adoptar decisiones que puedan afectarlos, ya que a la 

-

siciones gubernativas o de cualquier otro orden que regulen el ejercicio de tales derechos, si los 

disminuyen, restringen o tergiversan . 

En este orden de ideas, el tribunal interamericano ha establecido que la legitimidad demo-

crática de determinados hechos o actos en una sociedad está limitada por la protección de los 

derechos humanos, de modo que la existencia de un verdadero régimen democrático está deter-

minada por sus características tanto formales como sustanciales, en donde la protección de tales 

derechos “constituye un límite infranqueable a la regla de mayorías, es decir, a la esfera de lo 

Por su parte, para la Sala de lo Constitucional los derechos humanos constituyen un ele-

mento estructural del ordenamiento jurídico y un valor esencial del Estado de derecho por lo que 

deben quedar fuera del alcance de la acción estatal, ya sea por medio de la ley, de la actividad 

administrativa o de los tribunales de justicia. En consecuencia, la esfera de libertad que los dere-

chos humanos garantizan “no puede ser tocada por ninguna autoridad, porque es [la persona], no 

ejercicio de las declaraciones, derechos y garantías establecidos en esta Constitución, si los disminuyen, restringen 
o tergiversan”.
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la sociedad, quien tiene la dignidad y, en consecuencia, corresponde a [ella] la titularidad de los 

La autodeterminación de los pueblos

El derecho a la libre determinación de los pueblos constituye un principio fundamental 

del derecho internacional. Está contenido en diferentes instrumentos de los que el Estado de 

el derecho a la libre determinación tiene dos aspectos: uno interno, que implica el derecho de 

todos los pueblos a llevar adelante su desarrollo económico, social y cultural sin injerencias del 

exterior, y uno externo, que implica “que todos los pueblos tienen derecho a determinar libremente 

su condición política y el lugar que deben ocupar en la comunidad internacional sobre la base del 

 A diferencia de la mayoría de tratados internacionales que conciben a las personas como 

para la supervivencia física y cultural de los pueblos indígenas y Garífuna, entre los que destacan, 

los derechos a la propiedad colectiva de sus tierras, territorios y bienes naturales, a mantener sus 

culturas, al autogobierno y la autodeterminación, y a que se les solicite su consentimiento libre, 

previo e informado en decisiones que les puedan afectar. El derecho de los pueblos indígenas y 

Garífuna a la autodeterminación se expresa concretamente en su facultad de autogobernarse, es 

decir, en el derecho a poseer, disfrutar y controlar sus tierras y territorios, así como a disponer de 

del derecho a la autodeterminación complementa el ejercicio de otros derechos, entre los que se 

destacan algunos derechos políticos como 

[…] participar en la adopción de decisiones en asuntos que afectan a sus derechos y la obliga-

ción de los Estados de celebrar consultas y cooperar con ellos para obtener su consentimiento 

libre, previo e informado antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que 

En virtud de lo anterior, que sean consultados y que se obtenga su consentimiento cuando 

o materialmente sus territorios, constituye un elemento esencial de su derecho a la autodetermi-

nación. Si bien es cierto que este derecho puede generar preocupación por su posible efecto en 

la integridad territorial estatal en caso que los pueblos indígenas y Garífuna exijan determinados 

niveles de independencia, los estándares internacionales establecen una concepción equilibrada 
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Unidas para los derechos de los Pueblos Indígenas (en adelante, la Declaración), la autodeter-

minación no “se entenderá en el sentido de que autoriza o alienta acción alguna encaminada a 

quebrantar o menoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial o la unidad política de 

Estados soberanos e independientes”.

De esta manera, el derecho a la autodeterminación se expresa por medio de los siguientes 

seis elementos: (a) autonomía o autogobierno en cuestiones relativas a sus asuntos internos y 

cualquier acción o gestión que pueda tener un impacto en sus territorios, su cultura o sus institu-

-

 Para hacer efectivo el derecho a la autodeterminación de los pueblos indígenas y Garífuna, 

Honduras tiene la obligación de adoptar todas las medidas legislativas y de otro carácter que 

sean pertinentes, ya que, en virtud de una regla básica del derecho internacional, “todo Estado 

Parte en un tratado tiene el deber jurídico de adoptar las medidas necesarias para cumplir con sus 

obligaciones conforme al tratado, sean dichas medidas legislativas o de otra índole” (Corte IDH, 

de los derechos de estos pueblos “dependa exclusivamente de la promulgación de disposiciones 

En este sentido, el Estado hondureño tiene la obligación de adaptar su legislación interna 

a los estándares internacionales relativos a los derechos de los pueblos indígenas y Garífuna con-

de normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación a tales estándares, y a 

través de la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva realización 

interamericano ya ha condenado al Estado hondureño con respecto a la ausencia de normatividad 

Como lo señala la Sala de lo Constitucional, en relación con la soberanía popular y la 

autodeterminación de los pueblos vinculadas con la participación democrática, 

[…] el Gobierno de la República debe sustentarse en los principios de la soberanía popular, la 

autodeterminación de los pueblos y la democracia participativa, esta última, pilar fundamental 

para el sustento de un Estado de derecho, la que se refuerza y se profundiza con la participa-

ción permanente, ética y responsable de la ciudadanía en un marco de legalidad conforme al 
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respectivo orden constitucional. La participación ciudadana es un elemento necesario y pleno 

para el efectivo ejercicio de la democracia a efecto de promover y fomentar diversas formas de 

participación y de esta forma lograr el fortalecimiento de la democracia, que es máximo anhelo 

de todo Estado de Derecho, en busca de satisfacer al goce de la justicia, la libertad, la cultura y 

A la luz de todo lo anterior, cuando el Estado de Honduras no garantiza la participación 

efectiva de los pueblos en los procesos de aprobación y ejecución de proyectos de desarrollo sobre 

sus tierras, ríos y bosques, éstos lo sienten y viven como una práctica de despojo y un ataque a 

su identidad y modo de subsistencia, frente a lo cual no es de extrañar que se opongan a pesar de 

las amenazas, los hostigamientos, la criminalización y los riesgos para su vida e integridad. Por 

ello, las autoridades públicas, especialmente las que pertenecen al sistema de seguridad y justicia, 

deben comprender que

[…] la protesta indígena no puede ser considerada una acción “ilegal”, ya que los mismos est[án] 

de ser consultados ‘antes’ de emprenderse o autorizarse cualquier programa de prospección o 

territorios] no realiza[n] de manera ilegal la obstaculización de la ejecución de [un proyecto 

de desarrollo…], [si no es] consultado con la mayoría de la comunidad indígena, derecho que 

CORTE DE APELACIONES DE 

LO PENAL DE SAN PEDRO SULA

En síntesis, las autoridades hondureñas tienen que asumir que la mejor forma de tratar las 

cuestiones ambientales es con la participación de todas las personas interesadas en los procesos 

de toma de decisiones en el nivel que corresponda, y, en consecuencia, tienen la obligación de 

procurar la creación de mecanismos para consultar y facilitar la participación en dichos procesos 

de las organizaciones, grupos y particulares interesados o potencialmente afectados directamente 

con los proyectos de desarrollo que puedan generar perjuicios en el medio ambiente y en la salud 

de los mismos. Es importante subrayar que el gobierno tiene la obligación de establecer 

[…] procedimientos con miras a consultar los pueblos interesados, antes de emprender o auto-

rizar cualquier programa de prospección o exploración de los recursos existentes en sus tierras” 

tribales, se garantiza la protección de los recursos naturales existentes en sus tierras, incluyendo 

la participación en la utilización, administración y conservación de dichos recursos (Ibid.).

La normativa y jurisprudencia analizada anteriormente constituye el horizonte hacia el cual 
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debe dirigirse el Estado de Honduras si realmente quiere mostrar su voluntad política para prevenir 

de proyectos de desarrollo, y con la defensa de los territorios. En este sentido, no puede ignorar 

los principios de soberanía popular y autodeterminación de los pueblos, de los cuales derivan el 

derecho a la consulta como herramienta democrática para asegurar que el derecho de los pueblos 

indígenas y Garífuna a sus territorios y a los bienes naturales existentes en él no sea jurídica-

mente extinguido o alterado sin que medie la consulta y el consentimiento pleno e informado de 

Sin embargo, no basta con tener claridad sobre los derechos de los pueblos y las obligacio-

nes del Estado cuando se trata de aprobar proyectos extractivos dentro de los territorios, ya que 

es fundamental la organización y formación de los primeros para que desaprendan las cosas que 

han aprendido con el sistema y aprendan en clave indígena, ya que “cuando se empoderan, cuando 

que representan retorna como un valor de la realidad social que paulatinamente va conquistando 

 

Condiciones mínimas para garantizar el principio de la soberanía popular y el derecho a la 

autodeterminación frente a proyectos de desarrollo

Antes de aprobar un plan de desarrollo u otorgar una concesión extractiva que afecte 

los territorios de los pueblos indígenas y Garífuna, el Estado tiene la obligación de cumplir tres 

condiciones fundamentales para revestir de legalidad y legitimidad dicha acción: realizar una 

estudio previo de impacto ambiental y social realizado con participación de la comunidad (CIDH, 

parte del derecho interno mediante su incorporación al “bloque de constitucionalidad”, lo ideal 

propuesta de ley que está siendo analizada en el Congreso Nacional, ya que presenta problemas 

con su contenido y adecuación a los estándares internacionales en materia de consulta previa, y 

con el proceso que se llevó a cabo para su elaboración y socialización con los pueblos indígenas 

y Garífuna (RELATORA ESPECIAL DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LOS DERE-

CHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

De esta manera, el Estado hondureño incumple con su obligación internacional de adop-

tar, en base a los respectivos procesos constitucionales y a las disposiciones de la Convención 

necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades consagrados en ellas. Esto implica (a) 

dictar las medidas necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades reconocidos, (b) no 

dictar medidas que violenten derechos fundamentales y (c) adecuar la normativa que sea contraria 
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La consulta previa e informada

La participación ciudadana de los pueblos es un elemento central del principio de la sobe-

ranía popular y el derecho a la autodeterminación, razón por la cual el Estado tiene el deber de 

establecer normas y desarrollar prácticas que aseguren dicha participación mediante consultas 

efectivas que permitan que sus miembros den su consentimiento pleno e informado en relación 

con la realización de cualquier proyecto en sus territorios. Esto requiere “como mínimo, que todos 

los integrantes de la comunidad estén plenamente enterados de la naturaleza y consecuencias del 

correr, si es que los hubieran, en caso de aceptar la realización de un proyecto, plan de desarrollo 

-

cicio efectivo de participación democrática, esta debe regirse por una serie de principios rectores 

ineludibles. 

Primero, el principio de buena fe, que implica que el Estado realice la consulta en un clima 

sin que se les trate de engañar, traicionar o brindar información sesgada o parcial. Así, los procesos 

de consulta y la decisión de las comunidades no deben considerarse una mera formalidad para 

mera socialización con la comunidad o brindar información no necesariamente cumple con los 

elementos mínimos de una consulta previa adecuada, en la medida que no constituye un diálogo 

genuino como parte de un proceso de participación con miras a alcanzar un acuerdo” (CORTE 

Es importante resaltar que el principio de buena fe en los procesos de consulta es clave 

para que los mismos y los resultados que se obtengan sean considerados válidos y legítimos para 

los pueblos indígenas y Garífuna, el Estado y las empresas, y compatibles con los estándares 

este principio es incompatible con algunas prácticas de las autoridades hondureñas, tales como 

la destrucción de la cohesión social de las comunidades mediante la corrupción de algunos de 

sus liderazgos, el establecimiento de liderazgos paralelos o la realización de negociaciones con 

personas que individualmente son contrarias a los estándares sobre consulta y participación comu-

Segundo, el principio de previa consulta, ya que el momento en que esta se realice es 

clave para un verdadero ejercicio de decisión por parte de las comunidades posiblemente afec-

tadas. La consulta debe realizarse en las primeras etapas del plan de desarrollo o inversión y no 
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solamente cuando surja la necesidad de obtener la aprobación de la comunidad. El aviso antici-

pado proporciona un tiempo para la discusión interna dentro de las comunidades y para ofrecer 

una respuesta apropiada al Estado. Tercero, el principio de libertad, en tanto que un verdadero 

ejercicio de consulta exige que se realice libre de injerencias externas, de coerción, intimidación 

y manipulación. Por lo tanto, condicionar servicios sociales básicos como la educación o la salud 

a que den su consentimiento a un proyecto, supone una coerción con respecto a la libre decisión 

de las comunidades consultadas, además de una violación a sus derechos económicos, sociales 

y culturales que jamás deben ser condicionados a la realización de un proyecto. De esta manera, 

plantear a las comunidades el dilema entre desarrollarse o continuar en la pobreza puede ser 

Cuarto, el principio de información en el sentido de que las comunidades deben contar con 

-

Y quinto, la consulta debe ser culturalmente adecuada, es decir, debe realizarse a través 

de procedimientos culturalmente apropiados y conformes con las costumbres y métodos tradicio-

nales para la toma de decisiones de los pueblos indígenas y Garífuna (CORTE 

Todos los asuntos relacionados con el proceso de consulta, ya sea para obtener el consentimiento 

adecuada y contar con su cooperación para la realización de estudios de impacto social y ambien-

tal, deben ser determinados y resueltos por dicho pueblo “de conformidad con sus costumbres y 

normas tradicionales” (CORTE

del pueblo canalizada a través de los mecanismos consuetudinarios correspondientes” (CIDH, 

El Estado tiene la obligación de garantizar que los miembros de los pueblos participen 

o proyectos que se pretenden llevar a cabo dentro de sus territorios, así como de la aplicación 

comercial de sus conocimientos tradicionales sobre el uso de dichos recursos, ya que uno de los 

objetivos que se busca con ello es que las condiciones de vida de sus comunidades mejoren (CIDH, 

-

bles indemnizaciones por cualquier daño ambiental, teniendo en cuenta sus propias prioridades 
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de desarrollo, pues son las propias comunidades las que saben a la perfección cuáles son sus 

hecha en consulta con las comunidades y no unilateralmente por el Estado o por las empresas 

debe ser resuelto por el pueblo mismo de conformidad con sus propias costumbres y normas 

básicos que de cualquier modo corresponde proporcionar al Estado en virtud de sus obligaciones 

constitucionales en materia de derechos económicos, sociales y culturales, tales como centros de 

salud, pavimentación de calles, construcción o reparación de centros educativos, desarrollo de 

Realización de estudios de impacto

El Estado tiene que garantizar que no se emitirá ninguna concesión dentro de los territorios 

de las comunidades a menos y hasta que entidades independientes y técnicamente capaces, bajo 

la supervisión del Estado, realicen un estudio previo de impacto social y ambiental que evalúe 

la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades previstas 

del proyecto pueden tener sobre tales comunidades. El objetivo de estos estudios no es sólo tener 

alguna medida objetiva del posible impacto sobre los bienes naturales y las personas, sino tam-

bién asegurar que los miembros de las comunidades tengan conocimiento de los posibles riesgos 

o inversión propuesto con conocimiento y de forma voluntaria. Sin embargo, el Estado debe tener 

-

ción especial de los pueblos indígenas y Garífuna con sus territorios y garantizar su subsistencia 

como pueblos (CORTE 

Los estudios de impacto deben realizarse y concluirse de manera previa a la aprobación y 

-

mos es garantizar el derecho de las comunidades a ser informadas acerca de todos los proyectos 

que se pretendan ejecutar en su territorio. Consecuentemente, la obligación del Estado hondu-

reño de supervisar estos estudios coincide con su deber de asegurar la efectiva participación de 

los pueblos indígenas y Garífuna en el proceso de otorgamiento de concesiones dentro de sus 

persona humana, éste no debe aprobar un proyecto que pueda amenazar la supervivencia física 

o de otro tipo a los territorios colectivos, debe declararlo ilegal y, en consecuencia, suspenderlo 
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inmediatamente, reparar los daños ambientales e investigar y sancionar a las personas y empresas 

Si se quiere asegurar que los estudios de impacto tengan la legitimidad necesaria para 

su realización, llevándolos a cabo directamente o encomendándolos a terceros bajo su estricta 

o contratistas de las empresas concesionarias o si la selección de quienes los realicen no se basara 

evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades 

de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos”. 

La obligatoriedad de la consulta frente a proyectos a pequeña y gran escala

y Garífunas, u obtener su consentimiento en los asuntos que impliquen la afectación de sus dere-

el proceso y en las decisiones tomadas sobre un proyecto a ejecutarse en sus territorios (CIDH, 

las opiniones, preocupaciones y aportaciones de los pueblos indígenas y tribales”. Esto requiere 

 

[…] para acomodar los distintos derechos e intereses en juego, dado que los planes o proyectos 

de extracción, explotación o concesiones extractivas afecten de manera sustancial al derecho de 

propiedad indígena y otros derechos conexos. El deber de los Estados es el de ajustar o incluso 

cancelar el plan o proyecto con base en los resultados de la consulta con los pueblos indígenas, 

o, en defecto de tal acomodo, el de proporcionar motivos objetivos y razonables para no haberlo 

Bajo estos parámetros, el Estado no puede dejar de tomar en consideración los resultados 

-

o acomodo de un proyecto en virtud de los resultados de la consulta no sea posible por motivos 

objetivos, razonables y proporcionales a un interés legítimo, “la decisión que lo apruebe debe 

argumentar, de forma razonada, cuáles son dichos motivos. Esa decisión, y las razones que jus-
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comunicadas al pueblo indígena respectivo” para que estos tengan la posibilidad de recurrirla ante 

instancias superiores “a través de procedimientos adecuados y efectivos, que evalúen la validez 

y pertinencia de dichas razones, así como el equilibrio entre los derechos e intereses en juego” 

Sin embargo, cuando se trate de proyectos de desarrollo a gran escala cuya magnitud o 

dimensión e impacto humano y social pueden tener un mayor impacto dentro del territorio de los 

pueblos indígenas o Garífunas y afectar la integridad de sus tierras y bienes naturales, el Estado no 

solamente tiene la obligación de consultarles, sino también de obtener su consentimiento (CIDH, 

esenciales como la vida y la identidad cultural, cuyos contenidos básicos pueden resultar seriamente 

afectados frente a la ejecución de proyectos que impliquen, por ejemplo, (a) el desplazamiento 

de los pueblos o comunidades de sus territorios tradicionales y su reubicación permanente, (b) la 

explotación de los bienes naturales que los privaría de su capacidad de usarlos y gozarlos para su 

subsistencia, o (c) el depósito o almacenamiento de materiales peligrosos en sus tierras (CIDH, 

A modo de conclusión

Los pueblos indígenas y Garífuna tienen el derecho a participar en los procesos de diseño, 

licitación, concesión, ejecución y evaluación de los proyectos de desarrollo que se lleven a cabo 

en sus territorios, y el Estado de Honduras tiene la obligación de garantizar que dichos pueblos 

bienes naturales en los territorios ancestrales sin la consulta y consentimiento de estos pueblos 

A la luz de nuestro marco constitucional, el Estado es un instrumento o una herramienta que 

sirve y existe en función del desarrollo de la dignidad de las personas, por lo que se ha constituido, 

la libertad, la cultura y el bienestar económico y social”. Bajo esta concepción instrumental del 

Estado, su legitimidad descansa en la protección de las personas, de sus derechos y dignidad, lo 

última instancia, para proteger los derechos fundamentales, pues éstos son fundamento del orden 

político y de la paz social, sin respeto de los derechos fundamentales no puede haber democracia 

En consecuencia, las instituciones públicas deben tener siempre presente que la causa de 

su existencia y su razón de ser es el respeto, defensa y promoción de los derechos humanos, cuyos 
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materia de proyectos de desarrollo deben ser conformes con los estándares constitucionales e 

internacionales de derechos humanos a la luz del principio de la soberanía popular y el derecho 

a la autodeterminación, que exigen la garantía de los derechos a la consulta y a la participación 

democrática de los miembros de los pueblos indígena y Garífuna, únicos sujetos políticos en los 

que reside legítimamente el poder soberano.

Ante la falta de cumplimiento sistemático por parte del Estado de las condiciones míni-

mas para una consulta previa, libre e informada, los pueblos indígenas y Garífuna tienen en la 

normativa y jurisprudencia constitucional e interamericana las herramientas necesarias para (a) 

evidenciar la compatibilidad o incompatibilidad de la actual legislación y políticas públicas en 

materia de gestión de los bienes naturales con las obligaciones estatales internacionales de derechos 

supremacía constitucional y convencional , es decir, la realización de consultas previas destinadas 

a obtener el consentimiento libre, previo e informado de los pueblos antes de adoptar cualquier 

medida que pueda incidir sobre sus vidas, derechos, intereses y relación con sus territorios, y, de 

este modo, puedan plantear sus propias propuestas.
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